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Acta No. 188 

 

 

En San Juan de Pasto, siendo las 03:00 p.m., día jueves 15 de octubre de 
2020, se reunieron los concejales con el fin de realizar la sesión ordinaria 

correspondiente a la fecha.  

 

La presidencia ordena llamar a lista a la que respondieron:  

 

AVILA MORENO JOSE SERAFIN, CERON SALAS RICARDO FERNANDO 
CRIOLLO RIVADENEIRA JOSE HENRY, ERASO CUACES FRANKY ADRIAN, 

FIGUEROA MORA ALVARO ANIBAL, GOMEZJURADO GARZON ALVARO 

JOSE, GUSTIN ENRIQUEZ BERTULFO CRUZ, LOPEZ RAMIRO, LOPEZ 

CABRERA BERNO ISMAEL HERNAN, NUÑEZ GUERRERO GUSTAVO 

ALONSO, PRADO CHIRAN WILFREDO MANUEL, ROSERO PAZ HAROLD 

MAURICIO, TORO MUÑOZ NICOLAS MARTIN, TORRES SILVA JAVIER 
MAURICIO, URBANO VALLEJO WILAN ORLANDO, VELASCO BURBANO 

ERICK ADRIAN, VILLOTA RAMIRO VALDEMAR 

 

El concejal MENESES RIVADENEIRA WILLIAM ANDRES, solicito permiso 

 

Verificado el quórum reglamentario, la presidencia, ordena continuar con 
el orden del día establecido de la siguiente manera: 

 

1. LLAMADA A LISTA Y VERIFICACION DEL QUORUM. 

2. LECTURA DEL ACTA ANTERIOR 

3. SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE ACUEREDO “POR MEDIO DEL CUAL 

SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CELEBRAR EL CONTRATO 

DE CONSTRUCCIÓN Y MEJORAMIENTO DE LAS VÍAS INTERNAS DE 
LA PLAZA DE MERCADO EL PORTERILLO, EN CUANTÍA SUPERIOR A 

LOS MONTOS ESTABLECIDOS EN EL ACUERDO 004 DE 2017”. DRA. 

NILSA VILLOTA SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA 

4. LECURA DE RESOLUCIONES 

5. PROPOSICIONES Y VARIOS 

 
2. LECTURA DEL ACTA ANTERIOR  

 

El concejal Álvaro GomezJurado propone que el acta sea leída y aprobada 

por la mesa directiva y los concejales que en ella deseen intervenir 

 

Aprobado  
 

3. SEGUNDO DEBATE PROYECTO DE ACUEREDO “POR MEDIO DEL 

CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL PARA CELEBRAR EL 

CONTRATO DE CONSTRUCCIÓN Y MEJORAMIENTO DE LAS VÍAS 

INTERNAS DE LA PLAZA DE MERCADO EL PORTERILLO, EN 

CUANTÍA SUPERIOR A LOS MONTOS ESTABLECIDOS EN EL 
ACUERDO 004 DE 2017”. DRA. NILSA VILLOTA SECRETARIA DE 

INFRAESTRUCTURA 

 

El concejal Álvaro GomezJurado, manifiesta presidente yo sé que por 

solicitudes anteriores se ha quedado en mesa este proyecto, necesito 

informarle a la comunidad que el doctor Juan Carlos Gómez profesional 

jurídico del fondo regional ha suscrito un oficio al señor alcalde del 
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municipio de Pasto informando que se ha adelantado el tramite frente a 

las solicitudes de revisión, en ese orden de ideas el jurídico de la entidad 

le informa a la alcaldía que esta pendientes unas después por parte del 

DNP para ya con ella poder tener el sustento legal y poder pasar a la toma 
de decisiones, si me permite quisiera solicitar que se de lectura al oficio  

 

(se anexa documento) 
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El concejal Álvaro GomezJurado, manifiesta en atención a esta 

situacion, entiendo que es un tema bastante complicado, lo hemos tratado 
a la situacion de dos proyectos que tiene que ver precisamente con obras 

de inversión en infraestructura, esto ha venido dándose que adelante el 

trámite, solicito de la manera más respetuosa que nos den una respuesta 

y también que se permita dejar en mesa por 15 días  

 

Se aprueba que el proyecto quede en mesa para el 30 de octubre de 2020. 
 

4. LECTURA DE RESOLUCIONES 

 

Señor presidente, manifiesta a sus correos ya se les envió la carta para 

el día sábado con la visita del presidente de la republica  

 

RESOLUCION N° 084 
(15 de Octubre de 2020) 

“Por medio de la cual se autoriza la asistencia presencial voluntaria a las sesiones 

ordinarias en el H. Concejo Municipal de Pasto. 
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LA MESA DIRECTIVA DEL HONORABLE CONCEJO MUNICIPAL DE 

PASTO 

 
En uso de sus facultades Constitucionales y legales, en especial las 

conferidas en el artículo 313 de la Constitución Política; Ley 136 de 1994, 

Ley 1551 de 2012 y  

 

CONSIDERANDO: 
 
Que mediante Resolución No. 082 de septiembre 28 de Octubre de 2020 
expedida por la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Pasto, se resolvió, 
realizar las sesiones ordinarias del H. Concejo Municipal de Pasto a partir del 1 
de Octubre de 2020 y hasta se encuentre vigente la emergencia sanitaria 
declarada por el Gobierno Nacional, conforme lo señalado en el artículo 23 
modificado por el artículo 2 de la Ley 1148 de 2007 de manera no presencial, 
pudiendo los miembros del Concejo deliberar y decidir por comunicación 
simultánea o sucesiva, a través de Internet mediante conferencia virtual.  
 
La Mesa Directiva del Concejo Municipal de Pasto se encuentra autorizada para 
reglamentar, -cuando los miembros del Concejo Municipal soliciten concurrir a la 
sede del Concejo Municipal-, lo realicen a través de sesiones de manera 
presencial, siendo además la forma natural de sesionar, razón por la cual se debe 
permitir y reglamentar.   
 
Que los Concejales del Municipio de Pasto en sesión plenaria aprobaron la 
realización de sesión ordinaria con la asistencia de la ANI para el día 16 de Octubre 
de 2020, incluyendo además que los Concejales que quieran participar de forma 
presencial, lo puedan voluntariamente hacer.  

Igualmente, el Concejal Ricardo Cerón ha solicitado mediante escrito de fecha 8 de 
octubre de 2020 la asistencia presencial a las sesiones ordinarias del Concejo 
Municipal de Pasto.  

Por lo tanto,   

 

RESUELVE: 
 

ARTÍCULO PRIMERO.- Autorizar la asistencia presencial a las sesiones ordinarias 
del H. Concejo Municipal de Pasto a los Concejales que voluntariamente quieran 
hacerlo, e igualmente para los que quieran asistir presencialmente a la sesión 
ordinaria del día 16 de Octubre de 2020, con la asistencia de la ANI.  

 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Los concejales y funcionarios participantes en la sesión 

presencial lo realizaran a través de los medios tecnológicos y conforme lo dispuesto en la 

Resolución No. 082 de septiembre 28 de 2020.  

 

ARTÍCULO TERCERO.- El Presidente del Concejo Municipal dispondrá de los medios 

tecnológicos para la realización de estas sesiones, en donde los Concejales que asisten 

presencialmente, puedan asistir y participar sin inconvenientes.  

 

ARTÍCULO CUARTO.- Por la Secretaría General de la Corporación, dispóngase de los 

protocolos de seguridad adecuados para garantizar la presencia de los Concejales que 

voluntariamente lo decidan hacer.   
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ARTÍCULO NOVENO.- La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición 

y se publicará en los medios establecidos por el Concejo Municipal de Pasto. 

Dada en Pasto, a los quince (15) días del mes de Octubre del dos mil veinte 
(2020). 

 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ALVARO FIGUEROA MORA 

Presidente del Concejo Municipal de Pasto. 

 

 

 

 

MAURICIO ROSERO PAZ 

Primer Vicepresidente 

 

 

 

 

MAURICIO TORRES SILVA 

Segundo Vicepresidente 

 

 

 

Señor presidente, manifiesta precisamente hoy se profirió esta 

resolución y nos reunimos con el asesor jurídico Javier Cabezas, 
precisamente para dar a conocer y tomar esta decisión, esta decisión que 

hemos tomado es muy seria y con la mayor responsabilidad  

 
 Resolución No.085 del 2020 

(15 de Octubre) 
 

Por medio de la cual se concede una prórroga para tomar posesión de una curul en 
el Concejo Municipal de Pasto. 

 
El Presidente del H. Concejo Municipal de Pasto, en uso de sus 
Atribuciones legales, conferidas por el artículo 58 de la Ley 136 

De 1994, Acuerdo No. 037 de 2002 y 
 
 

CONSIDERANDOS: 
 
Que mediante Resolución No. 067 del 21 de Julio de 2020 expedida por el 
Presidente del 
Concejo Municipal de Pasto, se resuelve:  
 

1. Declarar la vacancia absoluta como CONCEJAL del MUNICIPIO DE 
PASTO al señor DARIO MAURICIO GUERRERO BRAVO, por la declaración de 
nulidad de la elección proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, en 
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sentencia el día 20 de Mayo de 2020, Proceso No. 2019-263, Acción de Nulidad 
Electoral, Accionante: Gonzalo Guerrero Villota, Accionado: Acto Administrativo de 
elección de Concejal de Municipio de Pasto.  
 

2. Se llama a ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS, para que proceda a 
manifestar su decisión de ocupar la curul vacante y aporte los documentos de ley 
exigidos para su posesión. 
 
Que la citación fue enviada a ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS el 23 de 
Julio de 2020, la cual fue recibida el día  24 de Julio de 2020.  

 
Que mediante oficio de fecha 30 de Julio de 2020 enviado al correo electrónico del 
Concejo Municipal, suscrito por ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS, solicita 
sea notificada al correo electrónico. 

 
Que el día 31 de Julio de 2020 se procede a realizar la notificación por correo 
electrónico a ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS.  
 
Que el día 3 de Agosto de 2020, mediante escrito suscrito por ROSA SONIA 
ZAMBRANO ARCINIEGAS, enviado al correo electrónico del Concejo Municipal, 
manifiesta su decisión de ocupar la curul vacante en el Concejo Municipal de Pasto, 
señala además que por Fuerza Mayor, ya que se encuentra hospitalizada, no puede 
posesionarse, por lo que oportunamente solicitara la posesión del cargo. Aporta 
certificación del Hospital Universitario Departamental de Nariño, en donde señala 
que se encuentra hospitalizada y la Incapacidad Médica suscrita por el Profesional 
de la Medicina del Hospital Universitario Departamental de Nariño.  
 
Que mediante Resolución No. 68 del 4 de Agosto de 2020, se resuelve declarar la 
Vacancia Temporal de la curul de la Honorable Concejal ROSA SONIA ZAMBRANO 
ARCINIEGAS como consecuencia de la incapacidad médica, hasta por el término 
de su duración, conforme a la parte motiva de la presente resolución. 
 
Que mediante oficio del 30 de septiembre de 2020, da a conocer que se ha 
extendido la incapacidad hasta el día 14 de octubre de 2020, además señala:  
 
“En consideración a lo establecido en el artículo 48, parágrafo 1 de la Ley 617 de 
2000, pongo en su conocimiento que continúo incursa en una causal de fuerza 
mayor que me impide, por el momento, tomar posesión del cargo de manera 
inmediata. Se acredita dicha circunstancia mediante certificación correspondiente.” 
(Subraya fuera de texto).  
 
Que ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS mediante oficio del 14 de octubre de 
2020, señala, que mediante comunicación del 3 de agosto de 2020, manifestó su 
decisión afirmativa de ocupar la curul vacante del Concejo Municipal, que puso en 
conocimiento conforme lo establecido en el artículo 48, parágrafo 1 de la Ley 617 
de 2000, que por fuerza mayor no puede tomar posesión del cargo de forma 
inmediata ya que se encontraba hospitalizada conforme lo acreditado con las 
certificaciones respectivas; que el 30 de septiembre de 2020 puso en conocimiento 
del Concejo Municipal de Pasto, que todavía se encontraba incursa en causal de 
fuerza mayor para tomar posesión de la curul por extensión de la incapacidad hasta 
el 14 de octubre de 2020 y que el 14 de octubre de 2020 se ha expedido una nueva 
incapacidad hasta el 12 de noviembre de 2020. Posteriormente señala: 
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Por lo tanto, se puede deducir claramente que ROSA SONIA ZAMBRANO 
ARCINIEGAS no se ha posesionado en la curul de CONCEJAL del Municipio de 
Pasto, justificada en el hecho de Fuerza Mayor, sustentada en las incapacidades 
médicas aportadas, por lo que solicita que se declare acreditada la causal de fuerza 
mayor en que se encuentra incursa.  
Al respecto, se realización las siguientes consideraciones:  

1. El artículo 48 de la Ley 617 de 2000, regula lo concerniente con la PERDIDA 
DE INVESTIDURA en este caso de CONCEJALES, en donde en el numeral 
3 señala que perderá su investidura, quien no tome posesión del cargo dentro 
de los 3 días siguientes a la instalación de las asambleas o concejos, o a la 
fecha en que fueren llamados a posesionarse. Igualmente, conforme el 
parágrafo 1, señala que la causal 3 no tendrá aplicación cuando media 
FUERZA MAYOR. Además, conforme el parágrafo 2, la PERDIDA DE 
INVESTIDURA  será decretada por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO, en 
este caso de NARIÑO. Esta norma dispone: 

 “ARTICULO 48. PERDIDA DE INVESTIDURA DE DIPUTADOS, CONCEJALES 
MUNICIPALES Y DISTRITALES Y DE MIEMBROS DE JUNTAS ADMINISTRADORAS 
LOCALES. Los diputados y concejales municipales y distritales y miembros de juntas 
administradoras locales perderán su investidura: 

1. Por violación del régimen de incompatibilidades o del de conflicto de intereses. No existirá 
conflicto de intereses cuando se trate de considerar asuntos que afecten al concejal o 
diputado en igualdad de condiciones a las de la ciudadanía en general. 

2. Por la inasistencia en un mismo período de sesiones a cinco (5) reuniones plenarias o 
de comisión en las que se voten proyectos de ordenanza o acuerdo, según el caso. 

3. Por no tomar posesión del cargo dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha de 
instalación de las asambleas o concejos, según el caso, o a la fecha en que fueren 
llamados a posesionarse. 

4. Por indebida destinación de dineros públicos. 

5. Por tráfico de influencias debidamente comprobado. 

6. Por las demás causales expresamente previstas en la ley. 

PARÁGRAFO 1°. Las causales 2 y 3 no tendrán aplicación cuando medie fuerza 
mayor. 

PARÁGRAFO 2°. La pérdida de la investidura será decretada por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo con jurisdicción en el respectivo departamento de acuerdo con 
la ley, con plena observancia del debido proceso y en un término no mayor de cuarenta y 
cinco (45) días hábiles, contados a partir de la fecha de la solicitud formulada por la mesa 
directiva de la asamblea departamental o del concejo municipal o por cualquier ciudadano. 
La segunda instancia se surtirá ante la sala o sección del Consejo de Estado que determine 
la ley en un término no mayor de quince (15) días.” (Subraya fuera de texto). 

2. Dentro del expediente, se encuentran aportadas incapacidades, la última, 
incapacidad médica del 14/10/2020 al 12 de noviembre de 2020, la cual se 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=3771#617
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=3771#48
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encuentra expedida por el Profesional de Medicina del Hospital Universitario 
Departamental de Nariño, Especialista NEUROCIRUGIA Y CIRUGIA DE 
COLUMNA, aportadas por ROSA SONIA ZAMBRANO para justificar porque 
no ha podido posesionarse en la curul de Concejal. 

3. El Consejo de Estado, C.P. María Elizabeth García, Sección Primera, 
Sentencia 41001233300020130033701, ago. 6/15, señala que el numeral 3º 
del artículo 48 de la Ley 617 del 2000 establece, que no tomar posesión en 
el cargo de concejal, diputado o miembro de juntas administradoras locales 
dentro de los tres días siguientes a la instalación de las asambleas da lugar 
a la pérdida de investidura. Sin embargo, puede presentarse un evento de 
fuerza mayor, esto es, cuando el hecho ocurrido al electo es imprevisible e 
irresistible y, además, se traduce en la imposibilidad absoluta de dar 
cumplimiento a la obligación de posesionarse. En tal caso, le asiste al 
interesado la carga de demostrar que el fenómeno alegado corresponde a 
una causa extraña. Adicionalmente, la Sala recalcó que la excusa presentada 
antes de la posesión no puede considerarse una renuncia, pues esta figura 
en relación con los servidores públicos implica, per se, que aquellos se 
encuentren elegidos y posesionados y manifiesten en forma libre y 
espontánea su deseo de separarse del mismo, concluye. 

4. Ahora bien, se debe establecer si la incapacidad médica constituye FUERZA 
MAYOR, que permita la no aplicación del numeral 3 del artículo 48 de la Ley 
617 de 2000. 

4.1. Sobre la Fuerza Mayor la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, 
sentencia del 24 de noviembre de 2011. CP. Mauricio Fajardo 
Gómez. Radicación número: 66001-23-31-000-1998-00409-
01(19067) señala que para que se configure la fuerza mayor, deben 
concurrir tres elementos: que la situación sea irresistible, 
imprevisible y exterior al demandado. 

4.2. En el presente caso, se considera que se reúnen estos elementos: es 
irresistible ya que ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS no podía 
oponerse a enfermarse; es imprevisible ya que no podía conocer que se 
iba a enfermar; y era exterior pues su enfermedad no es por su 
participación, hecho que le impide el tomar posesión en el cargo de 
Concejal, por lo que justifica el no cumplimiento de este deber.  

4.3. Conforme el Concepto 379171 de 2019 Departamento Administrativo de 
la Función Pública, la fuerza mayor debe ser un hecho extraño a quien la 
alega, totalmente imprevisible e irresistible, capaz de justificar el 
incumplimiento o deber de posesionarse. La Fuerza Mayor tiene el 
carácter de imprevisible e irresistible, por lo que es considerada como 
causal que exime de responsabilidad, porque justifica el 
incumplimiento de la obligación. Luego señala: “La imprevisibilidad que 
es propia de la figura, se presenta cuando resulta totalmente imposible 
visualizar o contemplar el hecho con anterioridad a su ocurrencia. 
Revisando las circunstancias presentadas por ROSA SONIA 
ZAMBRANO ARCINIEGAS para no tomar posesión en el cargo de 
Concejal, encontramos que se trata de incapacidad médica, es decir 
enfermedad plenamente demostrada, lo que le ha impedido tomar 
posesión del cargo dentro del término perentorio establecido en el artículo 
48 de la ley 617 de 2000. Conforme el parágrafo de ese mismo artículo 
admite como causal exonerativa de responsabilidad, la ocurrencia de un 
hecho de fuerza mayor, en este caso la incapacidad médica, de tal forma 
que el incumplimiento de esa obligación no le es jurídicamente imputable 
por tratarse de fuerza mayor, ya que la incapacidad medica por 
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enfermedad, constituye un hecho exógeno a la Concejal elegida, es 
imprevisible e irresistible y se traduce en la imposibilidad absoluta de dar 
cumplimiento a la obligación ya mencionada. Este concepto señala:  

“Sobre el particular, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Primera, Consejero ponente: Guillermo Vargas Ayala, en sentencia del 20 de junio de 2013 
emitida dentro del proceso con radicado No. 17001-23-31-000-2012-00215-02(PI), señaló: 

 “c.- Como se observa de esta disposición, las personas que han sido elegidas por el voto 
popular como miembros de una corporación administrativa de carácter territorial tienen 
el deber legal de tomar posesión del cargo dentro del término perentorio previsto en ella, so 
pena de incurrir en causal de pérdida de investidura. Esta consecuencia, sin embargo, no 
opera cuando medie fuerza mayor que impida al elegido cumplir con tal obligación. 

d.- En relación con el contenido y alcance del supuesto legal referido a la inaplicación de la 
causal de pérdida de investidura objeto de examen, esta Sección en Sentencia de 16 de 
febrero de 201243 precisó lo siguiente: 

<<En consideración a lo anterior, es preciso determinar si en el asunto sub examine estaban 
dadas o no las condiciones para inaplicar la causal 3ª del artículo 48 de la Ley en mención, 
por el hecho de haber mediado una situación constitutiva de fuerza mayor. 

Pues bien, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 64 del Código Civil Colombiano, 
subrogado por el artículo 1° de la Ley 95 de 1890, “Se llama fuerza mayor o caso fortuito el 
imprevisto o que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el 
apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.” 

Según se desprende de la anterior definición legal, la situación constitutiva de la fuerza 
mayor debe ser un hecho extraño a quien la alega, totalmente imprevisible e irresistible, 
capaz de determinar y justificar el incumplimiento o inejecución de determinado deber u 
obligación por parte de éste. En razón de su carácter imprevisible e irresistible, la fuerza 
mayor es considerada en nuestro ordenamiento jurídico como causa 
eximente de responsabilidad, por cuanto viene a justificar el incumplimiento de la 
correspondiente obligación. 

 […] 

La imprevisibilidad que es propia de la figura, se presenta cuando resulta totalmente 
imposible visualizar o contemplar el hecho con anterioridad a su ocurrencia. Para establecer 
qué es lo previsible, se hace necesario considerar las circunstancias particulares del caso 
concreto a fin de verificar cuáles son las previsiones normales que habrían de exigirse a 
quien alega en su beneficio ese fenómeno liberatorio. 

En tratándose de la obligación que asumen las personas que han sido elegidas por el voto 
popular como miembros de una corporación administrativa de carácter territorial, en el 
sentido de tomar posesión del cargo dentro del término perentorio establecido en el artículo 
48 de la ley 617 de 2000, el parágrafo de ese mismo artículo admite como causal 
exonerativa o exculpativa de responsabilidad, la ocurrencia de un hecho de fuerza mayor, 
en el entendido de que el incumplimiento de esa obligación no le es jurídicamente imputable 
ni puede dar lugar a que se declare la pérdida de la investidura, con las gravosas 
consecuencias señaladas por el ordenamiento jurídico. 

La fuerza mayor, en estos casos, se produce entonces cuando el hecho exógeno al concejal 
elegido es imprevisible e irresistible y se traduce en la imposibilidad absoluta de dar 
cumplimiento a la obligación ya mencionada. En tales circunstancias el hecho de la 
falta de posesión dentro de la oportunidad legal, no puede subsumirse en la 
causal de pérdida de investidura prevista en el artículo 48 numeral 3° de la Ley 617 de 2000, 
por tratarse de una omisión plenamente justificada. 

En ese orden de ideas, la ocurrencia de una situación fáctica constitutiva de fuerza mayor, 
traslada al interesado la carga de demostrar que el fenómeno por él alegado, 
además de corresponder a una causa extraña, imprevisible e irresistible, le impidió el 
cumplimiento de la obligación de tomar posesión dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la fecha de la instalación de las sesiones del Concejo Distrital. 

… 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=71330#00215
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=39535#64
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=3771#48.3
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Ahora bien, sobre la pérdida de la investidura, la Corte Constitucional, en su Sentencia C-
473 del 25 de septiembre de 1997, con ponencia del Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, 
señaló: 

“El Constituyente consideró necesario crear una sanción especial para los integrantes de 
las corporaciones públicas, consistente en la declaración de la pérdida de su investidura. 
La destitución es la máxima sanción existente en el orden disciplinario y, como ya lo ha 
precisado la Corte, la pérdida de investidura es también un reproche disciplinario que se 
equipara a la destitución. Los ciudadanos que son elegidos popularmente para las 
corporaciones públicas no están sujetos al régimen jerárquico administrativo que cobija a 
la generalidad de los servidores públicos. Estos ciudadanos no son nombrados en una 
posición sino elegidos. De allí que no tengan superiores jerárquicos, que puedan ejercer 
atribuciones disciplinarias sobre ellos. Por esta razón, a estos servidores se les aplica un 
régimen especial para la separación del cargo, que es el de la pérdida de investidura.” (Se 
subraya). 

De acuerdo con lo expuesto, si un concejal no toma posesión de su cargo y no media una 
causa de fuerza mayor, se configura la causal para la pérdida de la investidura. Cabe 
señalar que “El efecto de la prosperidad de las pretensiones de la pérdida de investidura es 
la inhabilidad del servidor público para ejercer cargos públicos de elección popular y recae 
de forma personal sobre el mismo”1. 

5. La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, SALA 
DE DECISIÓN DE TUTELAS Nº 1, M.P. GUSTAVO ENRIQUE MALO 
FERNÁNDEZ, STP1168-2017, Radicación n° 89943. Acta Nº 27. Bogotá, 
D.C., dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017), por medio de la cual la 
Corte decide la impugnación a una decisión de primera instancia de una 
tutela, sobre este tema señala: 
  
- Que el certificado de incapacidad temporal acredita la falta transitoria de 

aptitud laboral del trabajador, que tiene origen en un criterio médico, cuyo fin es 
proteger los derechos fundamentales a la salud y vida del paciente, profesional de 
la medicina que es quien ha determinado, de acuerdo con sus conocimientos y 
valoraciones, que no está apta para cumplir con las labores respectivas, por lo que 
es deber el respetar el lapso otorgado al enfermo para que recupere su salud, de 
tal forma que pueda desempeñar sus funciones de forma eficiente, no siendo 
posible requerirle que interrumpa la misma, o que regrese a trabajar.  

 
- La Accionante no pudo posesionarse dentro del lapso fijado legalmente, por 

estar incapacitada, conforme incapacidades médicas presentadas, por lo que no 
se encontraba apta para cumplir con sus oficios profesionales por lo que no podía 
acudir a posesionarse, para aceptar de manera solemne el nombramiento que 
previamente había asentido, lo cual implica la asunción de deberes y 
responsabilidades, así como el goce de derechos, porque estaba en un descanso 
temporal que era necesario para el restablecimiento óptimo de su salud. Por lo que 
no se podía exigir que interrumpiera la misma a efectos que tomara posesión del 
cargo, pues, nadie está obligado a lo imposible, sumado a que constituiría un 
grave atentado contra su integridad personal.  

 
- Que existe una indefensión, ya que en razón de las incapacidades médicas 

emitidas en su favor, no puede posesionarse en el cargo dentro del término legal 
fijado, que de acuerdo a sus condiciones, merece le prorroguen –automáticamente- 
la aceptación formal de su cargo y culmine luego de finalizada la licencia de 
maternidad, en aras de efectivizarse los mandatos constitucionales de la protección 
al interés superior del niño y al ser gestante en estado de gravidez, ambos sujetos 
ubicados en la categoría de especial amparo por parte del Estado, así como el 
derecho de la accionante de acceder a cargos públicos. 

 
- Que debe aplicarse la norma, a la luz del principio pro homine, dándosele 

así una interpretación extensiva y garantista, con el objeto de cubrir la carencia 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=2347#473
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=2347#473
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de auxilio enrostrada, la cual compagina con la filosofía humanista de nuestra 
Constitución Política, pues, se le estaría permitiendo a la demandante que (i) se 
recupere tranquilamente de las incapacidades médicas, (ii) le brinde el debido 
cuidado, amor y atención que requiere su hijo recién nacido, cuyos derechos 
fundamentales son prevalentes y preferentes, al paso que, se itera, (iii) ocupe la 
vacante a la que optó, sin consecuencias negativas para su salud y del infante. 

 
- También se da aplicación al pilar de la primacía de lo material sobre lo 

formal, dado que es una determinación que corresponde a la realidad fáctica, que 
resulta proporcionado y razonable efectuarle una interpretación garantista y 
extensiva a la regla que prohíbe la prórroga para la posesión del cargo por más de 
30 días, por cuanto, se repite, acoge los principios y valores de la Carta Magna, así 
como de los instrumentos internacionales (artículos 93 y 94 Superior). 

 
Se considera que estos argumentos son válidos y aplicables al presente caso, en 
donde no se ha posesionado ROSA SONIA ZAMBRANO a la curul de Concejal del 
Municipio de Pasto. Esta sentencia señala:  

. 

“(f) Del instituto de la incapacidad médica temporal y sus efectos. 
 
En materia de Riesgos Laborales, el artículo 2º de la Ley 776 de 2002 define la 

incapacidad provisional como aquella que, según el cuadro agudo de la enfermedad o lesión 
que presente el afiliado al Sistema General de la Seguridad Social, le impida desempeñar 
su aptitud laboral por un tiempo determinado. 

 
En ese orden, de acuerdo con el pronunciamiento CC T-144-2016, el certificado de 

incapacidad temporal es una prestación que resulta de la existencia de un concepto médico, 
el cual acredita la falta transitoria de aptitud laboral del trabajador, es decir, que surge 
de «un acto médico (...) independiente del trámite administrativo del reconocimiento de la 
prestación económica»1. En la emisión de este último, «el criterio médico prevalece para 
definir el número de días de incapacidad recomendada con el fin de proteger los derechos 
fundamentales a la salud y la vida del paciente»2. (Énfasis fuera de texto). 

 
Así las cosas, cuando un galeno, en el ejercicio de sus funciones, expide constancia 

de inhabilidad laboral a favor de un usuario del Sistema General de Seguridad Social, es 
deber de su empleador respetar el lapso otorgado al afectado o enfermo para que se 
recupere del cuadro clínico que le han diagnosticado, en aras que pueda retornar a sus 
oficios con la capacidad física o mental óptima y desarrollar sus quehaceres de manera 
eficiente, es decir, no puede exigírsele al subordinado que se presente al trabajo estando 
incapacitado, pues éste ostenta una justa causa para su ausencia. 

 
Por consiguiente, cuando un asalariado es destinario de incapacidad médica, no 

puede la empresa requerirle que interrumpa la misma, esto es, que regrese a trabajar por 
uno o varios días y luego siga disfrutando de la enunciada imposibilidad, debido a que no 
existe disposición jurídica que contemple tal supuesto, pues, es simplemente lógica y 
sentido común aplicados a la razón de ser de esa situación. Justamente, el profesional de 
la medicina es quien ha determinado, de acuerdo con sus conocimientos y valoraciones, 
que el sujeto no está apto para cumplir con las labores respectivas, su salud integral, así 
como la vida, podrían estar en mayor riesgo de continuar ejerciendo el oficio asignado.  

 
En suma, el término de incapacidad laboral no se asemeja al periodo vacacional, 

sino que se trata de descansos temporales necesarios para el restablecimiento óptimo de 
la salud del trabajador, e interrumpirlos atenta directamente contra la integridad del 
trabajador y, por ende, se debe considerar como prohibida esta circunstancia. 

 

                                                           
1 Ministerio de la Protección Social. Concepto 295689. 04-10-2010. Asunto: Radicado 264518. En 
cita en: CASTELLANOS RAMÍREZ, Julio César. La incapacidad como acto médico. Universitas 
Médica, 54(1), 26-38. Bogotá, 2013. 
2 Ibídem. 
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(g) El derecho fundamental de acceder al desempeño de funciones y cargos 
públicos. 
 

La Corte Constitucional se ha ocupado de analizar las características jurídicas de 
esta garantía, que constituye una de las más vivas expresiones de la participación 
democrática por parte de los ciudadanos de cualquier Estado. Al respecto, en 
pronunciamiento CC T-003-1992, señaló: 

 
(...) 
 
El derecho específico al ejercicio de cargos y funciones públicas merece 
protección, a la luz de la Constitución Colombiana, no únicamente por lo que 
significa en sí mismo sino por lo que representa, al tenor del artículo 40, como 
medio encaminado a lograr la efectividad de otro derecho -genérico- cual es 
el de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, a 
objeto de realizar la vigencia material de la democracia participativa. 
 
Si ello es así, tal protección puede ser reclamada, en casos concretos, 
mediante el uso del mecanismo de la acción de tutela, concebida 
precisamente como medio idóneo para asegurar que los derechos 
trascienden del plano de la ilusión al de la realidad. 
 
Ahora bien, para que el derecho enunciado pueda ejercerse de manera 
efectiva es indispensable, ante todo, que concurran dos elementos exigidos 
por la misma Carta: la elección o nombramiento, acto condición que implica 
designación que el Estado hace, por conducto del funcionario o corporación 
competente, en cabeza de una persona para que ejerza las funciones, 
deberes y responsabilidades que el ordenamiento jurídico ha previsto 
respecto de un determinado cargo, y la posesión, es decir, el hecho en cuya 
virtud la persona asume, en efecto, esas funciones, deberes y 
responsabilidades, bajo promesa solemne de desempeñarlos con arreglo a la 
Constitución y la ley. 
 
Mientras la persona no se ha posesionado, le está vedada cualquier actuación 
en desarrollo de las atribuciones y actividades que corresponden al cargo, de 
tal modo que, pese a su designación, carece del carácter de servidor público. 
Es la posesión, en tal sentido, un requisito sine qua non para iniciar el 
desempeño de la función pública, pues, según el artículo 122 de la Carta 
Política, “ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar 
juramento de cumplir y defender la Constitución y desempeñar los deberes 
que le incumben”. (Énfasis fuera de texto original). 
 
En otras palabras, el acto de la posesión es la aceptación formal de un empleo 

público, ante la autoridad competente, prestando juramento de cumplir la Constitución, las 
leyes y las funciones del cargo, lo que le genera al destinatario del nombramiento la 
asunción de deberes y responsabilidades, así como el goce de derechos. 

 
(h) Del caso concreto. 
 
En el asunto que ocupa la atención de la Sala, se tiene que la inconformidad de la 

accionante radica en que su nombramiento como «Procurador Judicial I Código 3PJ, Grado 
EG, asignados a la Procuraduría Delgada para la Conciliación Administrativa», sede 
Duitama (Boyacá), fue revocado, a través del Decreto Nº 5474-2016, bajo el argumento 
que «no ha tomado posesión en el cargo, en los términos señalados en el Decreto 262 de 
2000», a pesar de:  

 
(i) Haber superado las etapas del concurso de méritos convocado por la 

Procuraduría General de la Nación, con el objeto de acceder a dicho cargo, siendo 
designada, efectivamente, en ese puesto mediante Decreto Nº 3593-2016;  

 
(ii) Estar enterada la demandada acerca de su residencia (Tunja), así como del 

embarazo de alto riesgo que presentaba, su estado de soltería y las recomendaciones 
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dadas por los profesionales de la salud de no desplazarse continuamente de un lugar a otro 
(motivo de la primera solicitud de postergación de la posesión, la cual fue concedida por 15 
días); y 
 

(iii) Ostentar incapacidad médica (sustento de la segunda y tercera petición de 
aplazamiento, siendo otorgada por otros 15 días y negada, respectivamente, con ocasión 
de la Resolución Nº 0597-2016 y Oficio Nº 6045-2016, determinación última que fue objeto 
de los recursos de ley, sin prosperidad alguna). 

 
Lo precedente, porque, a juicio de la tutelada, no podía continuar aplazándose la 

aceptación formal del nombramiento, puesto que el aludido término no se puede extender 
por más de 30 días, de acuerdo con el Decreto – Ley 262 de 2000. 

 
Si bien es cierto que en este asunto la Procuraduría General de la Nación no negó 

el nombramiento de la demandante en el cargo reseñado, de conformidad con los 
resultados del concurso de méritos, lo cual permitiría la viabilidad excepcional de este 
amparo, también lo es que, por las circunstancias excepcionales del caso concreto 
(mujer soltera con embarazo de alto riesgo, es decir, sujeto de protección constitucional 
reforzada, que no pudo posesionarse dentro del lapso fijado legalmente para ese propósito 
como Procuradora Judicial I, por recomendación médica, en principio, y estar 
incapacitada, finalmente), es posible afirmar que, de no producirse el estudio de fondo, 
podrían resultar irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona 
que interpone la acción y el ser que está por nacer o que ya nació3. 

 
Ahora bien, centrándose la Corte en que a la demandante le faltó posesionarse en 

el citado cargo, requisito sine qua non para iniciar el desempeño de la función pública, 
según el artículo 122 de la Carta Política, debido a las circunstancias exteriorizadas 
precedentemente, procede la Sala a examinar los motivos por los cuales los actos 
administrativos proferidos por la Procuraduría General de la Nación, consistentes en (i) 
negarle la prórroga para la aceptación formal del nombramiento, so pretexto de haberse 
agotado el plazo legal para ello, y (ii) revocarle su designación como Procuradora Judicial 
I, no se ajustan a los parámetros constitucionales.  

 
En ese orden lógico, se advierte que a partir del 6 de octubre de 2016, fecha en la 

que estaban corriendo los términos para que la memorialista se posesionara en el 
mencionado cargo, pues, recuérdese que, según la Resolución Nº 791-2016, tenía plazo 
hasta el 21 de ese mismo mes y año, empezaron las incapacidades médicas en su favor, 
con ocasión de su embarazo de alto riesgo, las cuales se extendieron hasta el pasado 24 
de noviembre. 

 
Lo anterior significa que la señora PAOLA ANDREA OCHOA GARCÍA, en ese 

intervalo de tiempo, con base en la normatividad y jurisprudencia citada, no se encontraba 
apta para cumplir con sus oficios profesionales en el servicio que presta al interior de la 
Rama Judicial y, mucho menos, acudir a la Procuraduría General de la Nación para aceptar 
de manera solemne el nombramiento que previamente había asentido, lo cual implica la 
asunción de deberes y responsabilidades, así como el goce de derechos, porque estaba en 
un descanso temporal que era necesario para el restablecimiento óptimo de su salud y, en 
últimas, de la criatura que estaba por nacer.  

 
Por ende, no se le podía exigir que interrumpiera la misma a efectos que tomara 

posesión del cargo, pues, nadie está obligado a lo imposible, sumado a que ello, sin 
dubitación alguna, constituiría un grave atentado contra su integridad y la del nasciturus, 
pues, es simplemente lógica y sentido común aplicados a la razón de ser de esa situación, 
la que notoriamente justifica, con amplitud y seriedad, su renuencia a aceptar ese puesto 
de trabajo durante ese lapso. 

 
… 
 
Sin embargo, también se advierte que existe una indefensión para la persona que, 

habiendo superado las etapas de la misma competencia y en razón de las incapacidades 
                                                           
3 En el trámite de la segunda instancia, la demandante manifestó que su hijo nació el 4 de 
diciembre de 2016. 
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médicas emitidas en su favor, no puede posesionarse en el cargo dentro del término legal 
fijado por dicho estatuto (canon 84 ibídem), déficit prestacional que se torna más gravoso y 
ostensible en este caso por tratarse –igualmente- de una mujer en estado de embarazo 
de alto riesgo, quien es soltera y que de similar manera merece le prorroguen –
automáticamente- la aceptación formal de su cargo y culmine luego de finalizada la licencia 
de maternidad, en aras de efectivizarse los mandatos constitucionales de la protección al 
interés superior del niño y al ser gestante en estado de gravidez, ambos sujetos ubicados 
en la categoría de especial amparo por parte del Estado, así como el derecho de la 
accionante de acceder a cargos públicos. 

 
A juicio de la Sala, la aludida disposición debe ser aplicada en este caso a la luz del 

principio pro homine, dándosele así una interpretación extensiva y garantista -como la 
expuesta-, con el objeto de cubrir la carencia de auxilio enrostrada, la cual compagina con 
la filosofía humanista de nuestra Constitución Política, pues, se le estaría permitiendo a la 
demandante que (i) se recupere tranquilamente de las incapacidades médicas, (ii) le brinde 
el debido cuidado, amor y atención que requiere su hijo recién nacido, cuyos derechos 
fundamentales son prevalentes y preferentes, al paso que, se itera, (iii) ocupe la vacante a 
la que optó, sin consecuencias negativas para su salud y del infante. 

 
De este modo, también se da aplicación al pilar de la primacía de lo material sobre 

lo formal, dado que es una determinación que corresponde a la realidad fáctica, pues, 
contrario a lo esgrimido por la Procuraduría General de la Nación y lo considerado por el a 
quo, ante casos como el de la ciudadana PAOLA ANDREA OCHOA GARCÍA, resulta 
proporcionado y razonable efectuarle una interpretación garantista y extensiva a la regla 
que prohíbe la prórroga para la posesión del cargo por más de 30 días, por cuanto, se 
repite, acoge los principios y valores de la Carta Magna, así como de los instrumentos 
internacionales (artículos 93 y 94 Superior). 

 
Por tanto, se revocará la sentencia recurrida y, en su lugar, se ampararán las 

garantías fundamentales deprecadas por la demandante. En consecuencia, se dejarán sin 
efectos el Oficio Nº 6045 del 21 de octubre de 2016, “Respuesta a su solicitud radicada por 
correo electrónico el 18 de octubre de 2016, SIAF. 378511”, así como los actos 
administrativos que se derivaron de esta decisión (artículo 163 de la Ley 1437 de 2011), y 
el Decreto Nº 3593 del 24 de noviembre de 2016, “Por medio del cual se revoca un 
nombramiento en periodo de prueba”. 

 
Igualmente, se ordenará a la accionada que, en el término de 48 horas, contadas a 

partir de la notificación de este proveído, emita nuevo acto administrativo que responda a 
la petición elevada por la ciudadana PAOLA ANDREA OCHOA GARCÍA el pasado 18 de 
octubre, vía correo electrónico, de conformidad con lo manifestado en esta providencia.” 

 
Que conforme lo anteriormente expuesto,  
 

RESUELVE: 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la prórroga para la posesión a la curul de la Dra. 
ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS como consecuencia de la incapacidad 
médica, hasta por el término de su duración, es decir hasta el 12 de noviembre de 
2020, conforme a la parte motiva de la presente resolución.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Por Secretaría General, notifíquese la presente resolución 
a ROSA SONIA ZAMBRANO ARCINIEGAS y comuníquese a los demás miembros 
del Concejo Municipal.  
 
ARTÍCULO CUARTO.- La presente resolución rige a partir de la expedición y 

notificación 
y deroga todo acto administrativo contrario. 
  
 

NOTIFIQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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ALVARO FIGUEROA MORA 
Presidente 

 
Proyecto y reviso:  Javier Cabezas Castillo  
 Asesor Jurídico I 
 

 

 

Señor presidente, manifiesta esta mañana estuve en el concejo con un 

gran sentido de responsabilidad, a la sesión de mañana solo van a asistir 

algunos concejales que lo necesitaron y se aprobó en sesiones anteriores, 

mañana será la sesión a las 7:00 a.m., asistirán 10 concejales, periodistas 
y creo que no pasamos de 21 personas  

 

5. PROPOSICIONES Y VARIOS  

 

 

El concejal Manuel Prado Chiran, manifiesta le quiero hacer una 
recomendación respetuosa, el día de ayer pedí la palabra para el tema del 

potrerillo, sin embargo, no me fue concedida, no quiero entrar en conflicto 

solo quiero que este más pendiente del chat 

 

El concejal Álvaro GomezJurado, solicita que la invitación que se ha 

formulado al concejo al doctor Guillermo Villota secretario de tránsito para 

los temas de movilidad y el ejercicio de tránsito, les pido se invite 
formalmente desde el concejo a la federación nacional de comerciantes, 

toda vez que se han recibido unas quejas, conjuntamente con Fenalco nos 

pongamos de acuerdo con la secretaria de transito  

 

El concejal Valdemar Villota, manifiesta si bien es cierto han recurrido 

algunas personas comerciantes a que usted hable en esos términos, 
hemos solicitado la presencia del secretario de transito por solicitud a 

muchas personas, lo que se le sugiere al transito es que se le de aplicación 

a los decretos, entonces doctor le pido que analice bien cada punto, me 

han llegado mas de 50 fotografías de tránsito y de tractomulas 

 

El concejal Álvaro GomezJurado, manifiesta quisiera que lleguemos a 
una concertación entre los comerciantes y las secretarias de tránsito, 

obviamente reconozco de los actos administrativos que restringen el 

cargue y descargue del municipio de Pasto  

 

El concejal Franky Eraso, manifiesta hemos hablado del decreto 02 del 

tema de cargue y descargue, por eso hay que hablar de esta situacion, 
hay que llegar a acuerdos, debemos dar garantías a quienes aportan y 

generan empleo y desarrollos, solicito que hagamos la invitación a la 

federación de comerciantes  

 

El concejal Valdemar Villota, manifiesta no es que me oponga a la 

concertación, los invitantes somos Ricardo Cerón, usted y mi persona, el 

día que se haga la invitación claro se invitara a todos para sacar buenas 
conclusiones  
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Señor presidente, manifiesta mañana haremos una sesión 

semipresencial para quienes puedan asistir  

 
El concejal William Urbano, manifiesta quisiera que me permita citar a 

la comisión de presupuesto para fijar la escala salarial  

 

Señor presidente, manifiesta finalizada la sesión se ha citado a la 

comisión de presupuesto, quisiera excusarnos con la asamblea 

departamental porque nos demoramos en lo de las resoluciones  
 

El concejal Nicolas Toro, manifiesta el problema aquí es el POT, todo 

mundo se quiere ir de Pasto y esta mal entre los comerciantes ya que 

generan mucho empleo, se debería hacer la modificación del POT, creo 

que hay que ponerse de acuerdo en este tema, no solamente es dictar 

decretos transitorios, no hay que permitir que se cierren mas negocios en 
Pasto  

 

Señor presidente, manifiesta les recuerdo enviar las fotografías y la 

información para el libro  

 

No habiendo más que tratar y habiéndose agotado el orden del día, se da 
por terminada la sesión correspondiente a la fecha y se cita para el día 

viernes 16 de octubre 2020 a las 02:00 p.m.  

 

 
 

 

ALVARO FIGUEROA MORA            SILVIO BRAVO PANTOJA 

Presidente Concejo Municipal  Secretario General 
 

 

Dayanna  

 

 

 

 

 

 

 


